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1 INTRODUCCIÓN: OBJETO DEL INFORME. MARCO LEGAL 

 El concepto de “sostenibilidad” tiene como definición la capacidad de 
“satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las 
posibilidades de las del futuro para atender sus propias necesidades”. Desde el punto 
de vista del planeamiento municipal este principio se fundamentaría en la capacidad 
del municipio (en este caso económica) para atender las necesidades de nuevos 
habitantes en condiciones parecidas a las actuales, sin que para ello se condicione 
negativamente la capacidad económica en un futuro. 

1.1.- MARCO LEGAL. 

1.1.1.- La legislación histórica del Estado. - 

 Sólo para dar noticia de la temprana preocupación del legislador estatal por el 
necesario análisis económico y financiero de las decisiones de planeamiento 
urbanístico, conviene recordar que el Reglamento de Planeamiento, aprobado por Real 
Decreto 2159/1978, de 23 de junio, ya exigió a los planes generales de ordenación 
urbana, entre sus documentos, el estudio económico y financiero (art. 37.5 y 42), que 
también reclamó para los planes parciales (art. 57.6) , para los programas de actuación 
urbanística (art. 74.1.f) y para los planes especiales (art. 77.2.g). 

 Acerca del carácter insoslayable del estudio económico y financiero del 
planeamiento urbanístico, exigible para cualquier tipo de plan, el Tribunal Supremo 
expresa lo siguiente: 

 “…se invoca como infringido por la sentencia de instancia el artículo 97 del Reglamento de 
Planeamiento Urbanístico del que, a su juicio, resulta que el Estudio Económico Financiero 
no es un documento que necesariamente forme parte de las Normas Subsidiarias del 
Planeamiento hasta el punto de que, como sostiene la sentencia recurrida, su ausencia 
determine la nulidad de aquellas. Este motivo de casación no puede prosperar. Tal como 
hemos declarado en sentencias de 15 de enero y 23 de febrero de 2000, siguiendo la 
doctrina sentada en la sentencia de 21 de enero de 1992, la falta de una expresa mención 
al Estudio Económico Financiero en el artículo 71 de la Ley del Suelo de 9 de abril de 1976, 
entre los documentos que deben comprender las Normas Subsidiarias de Planeamiento, no 
significa que no sea necesario cuando así resulte de las determinaciones adoptadas. El 
citado precepto no contiene una enumeración exhaustiva de los documentos que integran 
las Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento sino que, teniendo en cuenta 
que su contenido no siempre es el mismo, se limita a advertir que “se compondrán de los 
documentos necesarios para justificar las determinaciones y extremos que comprendan y 
las función para la que se dicten”, por lo que si se trata de normas que, como en este caso, 
cumplen la función de un plan general han de comprender todos los documentos que se 
exigen para estos, entre ellos la existencia de un estudio económico financiero, que 
justifique la racional posibilidad de implantar en la práctica las previsiones que se 
establecen” (STS de 7 de junio de 2004, recurso 392/2002, ponente Sr. Enriquez Sancho). 

 E incluso sobre la necesidad del estudio económico y financiero en ausencia de 
exigencia autonómica sobre el mismo, el Tribunal Supremo tiene dicho lo siguiente: 

 “Planteada en estos términos la cuestión de fondo y concentrándonos en los recientes 
pronunciamientos jurisprudenciales sobre la exigencia del Estudio Económico Financiero, 
en los distintos instrumentos de planeamiento, en nuestra STS de 19 de abril de 2012 
(Recurso de Casación 51/2009) sintetizamos la doctrina de esta Sala en los siguientes 
términos: 
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1º. Que la jurisprudencia no ha devaluado o reducido dicha exigencia del Estudio 
Económico Financiero, habiendo ratificado, por el contrario, como regla general, la 
necesidad y exigencia de su concurrencia como elemento esencial de los diversos 
instrumentos de planeamiento. 

.../... 

2º Que ninguno de los instrumentos de planeamiento está exceptuado del Estudio 
Económico Financiero, ni siquiera -como hemos expresado- las no mencionadas 
legalmente, al establecer la citada exigencia, Normas Subsidiarias. 

.../... 

3º Que, entre otras, en las mismas SSTS antes citadas -todas ellas del mes de diciembre de 
2009- hemos tratado de perfilar el contenido del necesario Estudio Económico Financiero, 
que -en síntesis- pretende conocer “la viabilidad económica de la actuación concernida”. 

.../... 

4º Que, por último, tales conclusiones- que lo son con el carácter de generalidad- dejan 
abierta la posibilidad de su modulación, relativización o adaptación al caso concreto. 

.../... 

Esto es, la exigencia del Estudio Económico Financiero deviene incontestable e 
imprescindible en el ámbito del proceso de planeamiento -de todo el proceso de 
planeamiento- y, en el presente caso, en la tramitación del Plan Parcial impugnado, de 
conformidad con lo establecido en la normativa estatal de precedente cita y la 
jurisprudencia que hemos sintetizado. Posiblemente, el legislador autonómico podría 
haber previsto tal concreta exigencia económico-jurídica en otro momento del proceso 
normativo urbanístico que el desarrollo del planeamiento requiere, siempre anterior al 
proyecto de urbanización, o podía haber matizado las características de su exigencia, más 
lo cierto es que esa opción normativa no ha resultado acreditada. Pero lo que no resulta 
adecuado es considerar que su exigencia no es procedente en el momento de la 
aprobación del Plan Parcial, como consecuencia de tal vacío normativo, y con la 
pretendida justificación de que su exigencia, en su caso, sería posible en el momento del 
proyecto de urbanización, pues tal exigencia tampoco está prevista y, por otra parte, la 
finalidad del Estudio carecería de virtualidad, utilidad y función de control que el citado 
Estudio impone. 

En esta línea de exigencia, debe citarse hoy -aun siendo posterior a los hechos- la Ley 
8/2013, de 26 de junio,, que dedica su artículo 11 a la Memoria de viabilidad económica de 
la ordenación y ejecución de las actuaciones urbanísticas, “que asegure su viabilidad 
económica, en términos de rentabilidad, de adecuación a los límites del deber legal de 
conservación y de un adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas derivados de la 
misma” (STS de 23.10.14, recurso 403/2012). 
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1.1.2.- La legislación histórica autonómica valenciana.- 

 La Ley 6/1994, de 15 de noviembre, Reguladora de la Actividad Urbanística, de 
la Generalitat Valenciana (LRAU) no contuvo ninguna referencia específica a la 
exigencia de evaluación económica y financiera de las determinaciones contenidas en 
los instrumentos de planeamiento. 

 Si lo hizo el Reglamento de Planeamiento que, en desarrollo de tal Ley, aprobó 
el Decreto 201/1998, de 15 de diciembre, cuyo art. 50 exigió, entre los contenidos de 
la memoria justificativa del Plan General, la evaluación socio-económica y el análisis de 
las consecuencias de la ordenación (art. 50.1.F), si bien autorizó a prescindir de tal 
contenido o a simplificarlo cuando la reducida dimensión demográfica o limitada 
problemática del Municipio así lo aconsejasen, de modo que sólo era preceptiva tal 
determinación en los Municipios de más de 50.000 habitantes. 

 En el bloque normativo formado por las disposiciones citadas, el asunto que se 
examina se difiere a la fase de ejecución del planeamiento y aún entonces, en el 
momento inicial de la formulación de los Programas de Actuación Integrada se admitía 
que la proposición económico-financiera que lo integraba contuviera sólo la 
estimación preliminar y aproximada de los costes de la obra urbanizadora (art. 32.D.2º 
de la LRAU). 

 La legislación anterior fue sustituida por la formada por la Ley 16/2005, de 30 
de diciembre, Urbanística Valenciana (LUV) y el Reglamento de Ordenación y Gestión 
Territorial y Urbanística (ROGTU), aprobado por Decreto 67/2006. Este último 
reprodujo el Reglamento de Planeamiento antes citado y exigió, entre los contenidos 
de la memoria justificativa del Plan General, la evaluación socio-económica: análisis 
previsible de las consecuencias de la ordenación en el empleo y la economía del 
municipio (art. 146.1.E), permitiendo análogas excepciones a las que ya autorizó el 
Reglamento de Planeamiento. 

 La falta de exigencia a los planes, en la legislación autonómica citada (LRAU y 
LUV), de estudio económico financiero no significa que tales instrumentos no deban 
tenerlo porque tal exigencia resulta del derecho estatal y de la jurisprudencia. En este 
sentido, recientemente: 

 “Según hemos resumido en el antecedente cuarto de esta nuestra sentencia, en el tercer 
motivo de casación se reprocha a la Sala de instancia no haber observado la normativa 
básica estatal que exige, para la aprobación de los planes, la incorporación de un estudio 
económico financiero, conforme a lo establecido en el artículo 37.5 del Reglamento de 
Planeamiento, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, para después, en el 
motivo quinto, abundar en la doctrina jurisprudencial relativa a tal exigencia recogida en 
las sentencias que se citan y transcriben de esta Sala y Sección de fechas 17 de septiembre 
de 2010 y 19 de octubre de 2011, exigencia que no está incluida ni negada por la Ley 
Urbanística Valenciana, citada por la Sala de instancia, ni por el Reglamento de 
Ordenación y Gestión Territorial y Urbanística, aprobado por Decreto del Consejo de la 
Generalitat Valenciana 67/2006, de 19 de mayo. 

Efectivamente, la Sala sentenciadora entiende que, al no venir expresamente exigido el 
estudio económico financiero por el artículo 64 de la Ley Urbanística Valenciana, dicho 
documento no es necesario para la elaboración y aprobación de un Plan General en la 
Comunidad Autónoma Valenciana. 
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Esta tesis de la Sala de instancia ha sido expresamente desautorizada en nuestra Sentencia 
de fecha 23 de octubre de 2014 (recurso de casación 403/2012), en la que se lleva a cabo 
una recapitulación de la doctrina jurisprudencial relativa a la exigibilidad del estudio 
económico financiero en toda clase de instrumentos de ordenación urbanística, para 
terminar declarando, en un supuesto equivalente al ahora enjuiciado y en el que la Ley de 
Suelo de la Comunidad Autónoma de Madrid no exige expresamente el estudio económico 
financiero, que “carece de consistencia la tesis del desplazamiento del derecho supletorio 
estatal por parte de la norma autonómica antes citada, por cuanto la propia literalidad del 
precepto, que se dice aplicado, no excluye la exigibilidad del indicado estudio económico 
financiero”. 

Con idéntica rotundidad se ha manifestado esta Sala y Sección del Tribunal Supremo en su 
Sentencia de fecha 30 de marzo de 2015 (recurso de casación número 1587 de 2013), en la 
que no sólo se declara la exigibilidad del estudio económico-financiero sino también el 
informe o memoria de sostenibilidad económica impuesto por el artículo 15.4 del Texto 
Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio 
(en la actualidad artículo 22 del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación 
Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre –BOE nº 261, de 
31 de octubre de 2015), aclarando que en el estudio económico-financiero se debe 
demostrar la viabilidad económica de una intervención de ordenación detallada en el 
sector o ámbito concreto, mientras que el informe o memoria de sostenibilidad económica 
debe garantizar analíticamente que los gastos de gestión y mantenimiento de las 
infraestructuras y servicios en ese sector o ámbito espacial pueden ser sustentados por las 
Administraciones públicas, en especial la Administración local competente en la actividad 
urbanística. 

En definitiva, este tercer motivo de casación debe ser estimado porque, aun cuando el 
ordenamiento urbanístico propio de la Comunidad Autónoma Valenciana no exija 
expresamente, como declara la Sala de instancia en la sentencia recurrida, entre la 
documentación del Plan General dicho estudio económico-financiero ni el informe o 
memoria de sostenibilidad económica, éstos son exigibles conforme a los citados preceptos 
del ordenamiento jurídico estatal y a la referida doctrina jurisprudencial, razones por las 
que este tercer motivo de casación debe ser estimado lo que hace innecesario examinar el 
resto encaminados a cuestionar exclusivamente determinaciones del Plan General 
relativas a la clasificación y calificación del suelo propiedad de los recurrentes” (STS de 31 
de marzo de 2016, recurso de casación 3376/2014, ponente Sr. Peces Morate).  En el 
mismo sentido, SSTS de 13 de abril de 2016, recursos de casación 3053/2014 y 3960/2014, 
ponente Sr. Navarro Sanchis, STS. 
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1.1.3.- Las vigentes legislaciones estatal y autonómica.- 

A.- La reciente legislación básica estatal refuerza la exigencia del análisis de los 
aspectos económicos de las decisiones de planificación urbanística. 

 Así, en primer lugar, la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, en su art. 15.4 
exigió “un informe o memoria de sostenibilidad económica” entre la documentación 
integrante de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de urbanización, esto 
es, de las actuaciones de nueva urbanización (consistentes en el paso de los terrenos 
de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado) y en las actuaciones que tengan 
por objeto reformar o renovar la urbanización de un ámbito de suelo urbanizado (art. 
14.1.a.1y 2). 

 El contenido exigible al “informe o memoria de sostenibilidad económica” es el 
de ponderar, en particular, el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas 
afectadas por la implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o 
la puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes, así como la suficiencia 
y adecuación del suelo destinado a usos productivos (art. 15.4 citado). 

 Las exigencias del art. 15.4 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, pasaron al artículo 
del mismo número del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de suelo. 

 En segundo lugar, la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración 
y renovación urbanas, en su art.11, exige la “memoria que asegure su viabilidad 
económica” con carácter previo a la ordenación y ejecución de las actuaciones de 
rehabilitación edificatoria, regeneración y renovación urbanas que impliquen la 
necesidad de alterar la ordenación urbanística vigente definidas en el art. 10 de la 
propia Ley. 

 La memoria a que se acaba de hacer referencia se debe realizar “en términos de 
rentabilidad, de adecuación a los límites del deber legal de conservación y de un 
adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas derivados de la misma, para los 
propietarios incluidos en su ámbito de actuación”, a cuyo fin el precepto que establece 
la exigencia de tal memoria detalla el contenido que la misma debe tener. 

 Las normas hasta aquí citadas han sido refundidas en el ahora vigente Real 
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana que, de acuerdo con su 
disposición derogatoria única: 

 a.- Deroga el citado Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo. 

 b.- Deroga también parcialmente la Ley 8/2013, de 26 de junio, de 
rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, en particular su art. 11 antes 
citado. 

 Así las cosas, la materia está ahora recogida en el art. 22 del citado Texto 
Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, en el que: 
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 1.- Su apartado 4 exige que, entre la documentación de los instrumentos de 
ordenación de las actuaciones de transformación urbanística, se incluya un “informe o 
memoria de sostenibilidad económica” que, en particular, ponderará el impacto de la 
actuación en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento 
de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios 
resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos 
productivos. 

 Se puede apreciar que el contenido exigido por la norma ahora vigente al 
“informe o memoria de sostenibilidad económica” es el mismo que el que reclamaba el 
art. 15.4 de la Ley de Suelo de 2007 más arriba citada. 

 Pero se ha de reparar en que esta última lo exigía para las actuaciones de 
urbanización y la norma ahora vigente lo reclama para las actuaciones de 
transformación urbanística que, conforme al art. 7 de la norma vigente son: 

a) Las actuaciones de urbanización que, a su vez, como en la legislación 
anterior, comprende las de: 

- Nueva urbanización, y las de 

- Reforma o renovación de la urbanización de un ámbito de suelo 
urbanizado. 

b) Las actuaciones de dotación, que se consideran aquellas que tienen por 
objeto incrementar las dotaciones públicas de un ámbito de suelo 
urbanizado para reajustar su proporción con la mayor edificabilidad o 
densidad o con los nuevos usos asignados en la ordenación urbanística a 
una o más parcelas del ámbito y no requieran la reforma o renovación de la 
urbanización de éste. 

 Es decir, la novedad que introduce el Texto Refundido vigente es el de que 
“informe o memoria de sostenibilidad económica” se debe referir también a las 
actuaciones de dotación. 

 2.- En su apartado 5, el art. 22 del vigente Real Decreto Legislativo 7/2015, de 
30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana, exige la elaboración de “una memoria que asegure su viabilidad 
económica” como documentación de la ordenación y ejecución de las actuaciones 
sobre el medio urbano, sean o no de transformación urbanística. 

 La memoria debe asegurar la viabilidad económica de tales actuaciones en 
términos de rentabilidad, de adecuación a los límites del deber legal de conservación y 
de un adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas derivados de la misma, para 
los propietarios incluidos en su ámbito de actuación, y que debe contener los 
elementos que el propio art. 22.5 detalla en términos análogos a como lo hizo el art. 
11 de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación 
urbanas. 
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 El desarrollo reglamentario de las previsiones legales que se acaban de citar se 
encuentra en el art. 3 del Reglamento de valoraciones de la Ley de Suelo, aprobado 
por Real Decreto 1492/2011, de 29 de octubre, en el que, tras reproducir lo 
establecido en el art. 15.4 de la Ley de Suelo, añade lo siguiente de interés particular 
para las Entidades Locales: 

 “Específicamente y en relación con el impacto económico para la Hacienda local, se 
cuantificarán los costes de mantenimiento por la puesta en marcha y la prestación de los 
servicios públicos necesarios para atender el crecimiento urbano previsto en el instrumento 
de ordenación, y se estimará el importe de los ingresos municipales derivados de los 
principales tributos locales, en función de la edificación y población potencial previstas, 
evaluados en función de los escenarios socio-económicos previsibles hasta que se 
encuentren terminadas las edificaciones que la actuación comporta”.  

 Se ha planteado la duda de la adecuación a la Constitución de la exigencia del 
informe de sostenibilidad económica contenida en la legislación estatal que se acaba 
de exponer (más precisamente, en la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo y su Texto 
Refundido de 2008), bien cierto que tal duda se suscita en el orden competencial. La 
duda ha quedado resuelta en la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 141/2014, 
de 11 de septiembre (BOE de 07.10.2014), que dice a tal propósito lo siguiente: 

 “b) Los Letrados de las Comunidades Autónomas de Madrid y de Canarias afirman que el 
número 4 es inconstitucional, al exigir un informe o memoria de sostenibilidad económica, 
siendo así que esta regulación se incardina en la materia “ordenación del territorio y 
urbanismo” de competencia autonómica (STC 61/1997, FJ 31), para cuyo establecimiento 
el Estado no dispone de competencia alguna; la determinación del contenido de los planes 
y la forma de ejercer las competencias urbanísticas no corresponde al Estado. Para el 
Abogado del Estado, la previsión del informe o memoria de sostenibilidad económica 
encuentra cobertura, por las razones expuestas más extensamente en los antecedentes, en 
las competencias estatales sobre hacienda general y coordinación de las haciendas estatal 
y autonómicas (art. 149.1.14 CE), así como para establecer las bases de ordenación de la 
economía (art. 149.1.13 CE). 

La impugnación debe desestimarse. La regulación, ciertamente, exige un informe de 
sostenibilidad económica en lo que concierne a los instrumentos de ordenación de 
actuaciones de urbanización. Sin embargo, ello no implica que la regulación haya de 
incardinarse en la materia “ordenación del territorio y urbanismo”, pues ni ordena el 
territorio o la ciudad, ni condiciona la política que las Comunidades Autónomas puedan 
desarrollar en esos ámbitos. El precepto se limita a establecer una garantía de clara 
finalidad económica. Una regla que asegura que, en el desarrollo de sus competencias en 
materia de urbanismo, las Administraciones públicas tengan en cuenta el impacto 
económico que las actuaciones que se prevean puedan tener en los sectores productivos –
que sin duda se ven afectados por la regulación de los usos del suelo-, así como en las 
haciendas públicas, debido al gasto que implica la ejecución de las actuaciones 
urbanizadoras y la implantación y mantenimiento de infraestructuras y servicios. La norma 
establece, en suma, una directriz relacionada con los usos productivos y una regla de 
preservación de la racionalidad económica de las actuaciones de urbanización y del gasto 
público, encontrando, en consecuencia, cobertura en los arts. 149.1.13 y 149.1.14 CE”.  

 Resulta de interés destacar de tal Sentencia que, además de aseverar la 
competencia del Estado para exigir el informe de sostenibilidad económica, sitúe éste 
en el marco de la “preservación de la racionalidad económica de las actuaciones de 
urbanización y del gasto público”, afirmación que puede constituye pauta 
interpretativa del espíritu y finalidad de la norma.  
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 Afirmada la constitucionalidad de la exigencia del informe de sostenibilidad 
económica, su ausencia vicia al Plan con la nulidad de pleno derecho. En ese sentido: 

 “DECIMOQUINTO.- Se denuncia por la parte recurrente, al amparo del art. 88.1.d) de la 
Ley de la Jurisdicción, la infracción de lo dispuesto en el art. 15.4 del R.D. Legislativo 
2/2008, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo. 

El citado precepto incorpora a nuestro ordenamiento jurídico el denominado informe de 
sostenibilidad económica, documento complementario, pero no sustitutivo del Estudio 
Económico de la legislación autonómica. El referido informe responde a un mandato con la 
finalidad de lograr un equilibrio entre las necesidades de implantación de infraestructuras 
y servicios y la suficiencia de recursos públicos y privados para su efectiva implantación y 
puesta en uso, funcionamiento y conservación. Se trata, en definitiva, de asegurar en la 
medida de lo posible y mediante una planificación adecuada, la suficiencia de recursos 
para hacer frente a los costes que la actuación ha de conllevar en orden a proporcionar un 
adecuado nivel de prestación de servicios a los ciudadanos. 

Según el art. 15.4 en su redacción originaria: “La documentación de los instrumentos de 
ordenación de las actuaciones de urbanización deben incluir un informe o memoria de 
sostenibilidad económica, en el que se ponderará en particular el impacto de la actuación 
en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento de las 
infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios 
resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos”. 
Este apartado ha sido modificado por la Ley 8/2013, de 29 de junio, de rehabilitación, 
regeneración y renovación urbana, siendo su vigente redacción, la siguiente: “La 
documentación de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de nueva 
urbanización, de reforma o de renovación de la urbanización y de las actuaciones de 
dotación deberá incluir un informe o memoria de sostenibilidad económica, en el que se 
ponderará, en particular, el impacto de las actuaciones en las Haciendas Públicas 
afectadas por la implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la 
puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes, así como la suficiencia y 
adecuación del suelo destinado a usos productivos”. 

La nueva redacción del precepto, lo que realiza es la aclaración de que se exige el informe 
o memoria de sostenibilidad económica para las tres clases de actuaciones que en la 
reforma se relacionan (nueva urbanización, reforma o renovación y de dotación). De lo que 
se trata, en definitiva, es de englobar las actuaciones que el art. 14.1 en sus dos apartados 
y el art. 14.2 del texto refundido denomina actuaciones de transformación urbanística, 
incluyendo las actuaciones de dotación y especificando el contenido de las actuaciones de 
urbanización. 

DECIMOSEXTO.- Según el art. 14 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, en su redacción 
originaria, se entiende por actuaciones de transformación urbanística: a) Las actuaciones 
de urbanización, que incluyen: 1) Las de nueva urbanización, que suponen el paso de un 
ámbito de suelo de la situación de suelo rural a la de urbanizado para crear, junto con las 
correspondientes infraestructuras y dotaciones públicas, una o más parcelas aptas para la 
edificación o uso independiente y conectadas funcionalmente con la red de los servicios 
exigidos por la ordenación territorial y urbanística. 2) Las que tengan por objeto reformar o 
renovar la urbanización de un ámbito de suelo urbanizado. b) Las actuaciones de dotación, 
considerando como tales las que tengan por objeto incrementar las dotaciones públicas de 
un ámbito de suelo urbanizado para reajustar su proporción con la mayor edificabilidad o 
densidad o con los nuevos usos asignados en la ordenación urbanística a una o más 
parcelas del ámbito y no requieran la reforma o renovación de éste. 

Sentado lo anterior, conviene aclarar que el concepto de sostenibilidad económica a que se 
refiere el legislador estatal en el artículo 15.4 del Texto Refundido de la Ley de Suelo no 
debe confundirse con el de viabilidad económica, más ligado el sentido y finalidad del 
estudio económico-financiero, sino que va relacionado con dos aspectos distintos, la 
justificación de su suficiencia de suelo productivo previsto y, el análisis del impacto de las 
actuaciones previstas en las Haciendas de las Administraciones Públicas intervinientes y 
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receptoras de las nuevas infraestructuras y responsables de los servicios resultantes. Por 
otra parte, desde una perspectiva temporal el informe de sostenibilidad económica ha de 
considerar el coste público del mantenimiento y conservación de los nuevos ámbitos 
resultantes en función de los ingresos que la puesta en marcha de la actuación vaya a 
generar para las arcas de la Administración de que se trate. Es decir, mientras el estudio 
económico-financiero preverá el coste de ejecución de la actuación y las fuentes de 
financiación de la misma, el análisis de sostenibilidad económica no se ha de limitar a un 
momento o periodo temporal limitado, sino que ha de justificar la sostenibilidad de la 
actuación para las arcas públicas desde el  momento de su puesta en marcha y en tanto 
siga generando responsabilidad para la Administración competente respecto de las nuevas 
infraestructuras y servicios necesarios. En definitiva, el Estudio Económico debe demostrar 
la viabilidad económica de una intervención de ordenación detallada en un Sector o 
ámbito concreto y el informe o memoria de sostenibilidad económica debe garantizar 
analíticamente que los gastos de gestión y mantenimiento de las infraestructuras y 
servicios de ese Sector o ámbito espacial pueden ser sustentados por las Administraciones 
públicas, en especial la Administración local competente en la actividad urbanística. 

DECIMOSEPTIMO.- A partir de los anteriores razonamientos, nos encontramos en 
disposición de resolver sobre si, en este caso, se han cumplido tales previsiones. En el 
presente caso, la sentencia de instancia no contiene ninguna referencia a la denunciada 
ausencia del informe de sostenibilidad económica; no obstante, un estudio del expediente 
administrativo, nos permite concluir que, el mismo, resulta ser inexistente en este caso. 

Hemos de empezar por destacar que el Ayuntamiento de Marbella era plenamente 
consciente de su exigibilidad. En efecto, a los folios 1 a 7 del expediente, obra un informe 
del interventor municipal fechado el 12 de julio de 2007, con carácter previo a la 
aprobación inicial, en el que se hace referencia a la previsión contenida en el precepto 
aplicable, y se informa en el sentido de su exigibilidad. De la misma forma, al folio 8 consta 
informe del jefe del servicio técnico de Obras y urbanismo, de la misma fecha que el 
anterior, en el que, tras reiterar la exigencia del informe de sostenibilidad económica, se 
alude a la necesidad de informe por los Servicios económicos municipales. 

Los referidos informes constan expresamente citados y transcritos en el acuerdo municipal 
de 19 de julio de 2007, por el que se aprueba inicialmente el Plan. 

Pese a tales informes, ni el equipo redactor, ni la asesoría jurídica de urbanismo, ni el 
secretario municipal, en los sucesivos informes evacuados, hacen referencia a este tema, 
no siendo sino hasta un nuevo informe de intervención, obrante al folio 1373 del 
expediente, cuando se vuelve a reiterar el contenido del art. 15.4. 

De la misma forma, al folio 1620, obra informe del Área de Planeamiento y Gestión, de 
fecha 17 de julio de 2009, en el que, en relación con las infraestructuras y el cumplimiento 
de las obligaciones derivadas del tan reiterado precepto, se remite al informe de la Unidad 
Técnica de Infraestructuras (folio 1655), informe de fecha 20 de julio de 2009, en el que 
exclusivamente se señala, al referirse al estudio económico financiero, que: 

 “En resumen y análisis de los resultados obtenidos, para obtener la cantidad de inversión, 
tanto pública como privada, referida a la edificabilidad total, así como al detalle por 
agente, no se han tenido en cuenta las actuaciones que sí han sido consideradas en el 
estudio, pero que se encuentran sin programar, por lo que, si se contabilizasen estas 
actuaciones, el esfuerzo inversor por agente sería mayor que el señalado en el documento. 
Por otra parte, la cantidad respecto al esfuerzo inversor anual de la Administración Local 
es mayor que la indicada”. 

A la luz de tales actuaciones queda suficientemente acreditado que el informe de 
sostenibilidad económica no figura entre la documentación del plan, lo que se constata 
igualmente de la mera comprobación del índice documental del mismo aportado en la 
instancia.  
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DECIMOCTAVO.- Acreditada la ausencia del informe, procede analizar, si el mismo, a la 
vista de las determinaciones concretas del instrumento de ordenación litigios resulta 
exigible. Ya hemos señalado, que su necesidad se conecta con las operaciones que el 
artículo 14.1 en sus dos apartados, y el 14.2 del texto refundido de 2008, denomina 
actuaciones de transformación urbanística, incluyendo las actuaciones de dotación y 
especificando el contenido de las actuaciones de urbanización. Siendo esto así, basta la 
lectura de la propia memoria del plan y del adecuado entendimiento de los denominados 
mecanismos de “normalización que incorpora, para comprobar que existen múltiples 
actuaciones encuadrables tanto, en aquellas de urbanización, que tienen por objeto 
reformar o renovar la urbanización de un ámbito de suelo urbanizado, como en las 
actuaciones de dotación, encaminadas a incrementar las dotaciones públicas de un ámbito 
de suelo urbanizado para reajustar su proporción con la mayor edificabilidad o densidad 
que ilegalmente se había materializado. 

Tratando de dotar de la máxima exhaustividad a nuestra respuesta, pudiera pensarse, 
aunque ya hemos diferenciado ambos documentos, que el informe de sostenibilidad se 
encuentra incorporado en el estudio económico financiero, sin embargo, basta la lectura 
de este documento para comprobar, sin necesidad de un estudio más detallado, que no se 
cumplen en el mismo las finalidades perseguidas por el informe de sostenibilidad 
económica, ni se ajusta a su obligado contenido, ni contiene una sola referencia a la 
capacidad económica del municipio de hacer frente al coste económico, que habrá de 
derivarse de la nueva ordenación incorporada en cada una de las nuevas determinaciones 
que el plan incorpora, determinaciones que, como hemos señalado, comportan la puesta 
en marcha de servicios y dotaciones, infraestructuras y sistemas, cuya incidencia desde el 
punto de vista económico, no se afronta mínimamente, limitándose a su cuantificación sin 
ningún tipo de justificación y en forma global para el conjunto de la ejecución del 
planeamiento. 

DECIMONOVENO.- En un sentido similar al presente, nos hemos pronunciado con ocasión 
de diversas modificación del Plan General de Logroño, en sentencia de 30 de marzo de 
2015 (recurso 1587/2013), sentencia en la que la ausencia del informe de sostenibilidad 
económica, determinó la declaración de nulidad de las mismas. 

VIGESIMO.- Con independencia de que las infracciones advertidas determinan, por si solas, 
la nulidad de pleno derecho del PGOU de Marbella impugnado en la instancia, con efectos 
erga omnes –lo que hace superfluo el análisis de los restantes motivos de casación, que 
devienen insusceptibles de alterar el fallo de esta sentencia-…” (STS de 27 de octubre de 
2015, recurso 2180/2014, ponente Sr. Tolosa Tribiño). 

 Incluso la nulidad de pleno derecho es la consecuencia de que el informe de 
sostenibilidad económica no tenga el contenido exigible en las modificaciones del 
planeamiento general, de lo que es expresión la siguiente sentencia en la que, además, 
se hace una explicación detallada de la evolución legislativa en esta materia: 

 “QUINTO.- El art. 15.4 del TRD Legislativo 2/2008, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Suelo, incorpora a nuestro ordenamiento jurídico el denominado informe de 
sostenibilidad económica, documento complementario, por no sustitutivo del Estudio 
Económico de la legislación autonómica. 

El referido informe responde a un mandado con la finalidad de lograr un equilibrio entre 
las necesidades de implantación de infraestructuras y servicios y la suficiencia de recursos 
públicos y privados para su efectiva implantación y puesta en uso, funcionamiento y 
conservación. Se trata, en definitiva, de asegurar en la medida de los posibles y mediante 
una planificación adecuada, la suficiencia de recursos para hacer frente a los costes que la 
actuación ha de conllevar en orden a proporcionar un adecuado nivel de prestación de 
servicios a los ciudadanos. 
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Según el art. 15.4 en su redacción originaria “La documentación de los instrumentos de 
ordenación de las actuaciones de urbanización debe incluir un informe o memoria de 
sostenibilidad económica, en el que se ponderará en particular el impacto de la actuación 
en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento de las 
infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios 
resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos.” 

Sin embargo, este apartado ha sido modificado por la Ley 8/2013 de rehabilitación, 
regeneración y renovación urbana, siendo su redacción vigente, la siguiente: “La 
documentación de los instrumentos de ordenación de las actuaciones de nueva 
urbanización, de reforma o renovación de la urbanización y de las actuaciones de dotación 
deberá incluir un informe o memoria de sostenibilidad económica, en el que se ponderará, 
en particular, el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas afectadas por la 
implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha 
y la prestación de los servicios resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo 
destinado a usos productivos. 

SEXTO.- Habiéndose producido la aprobación provisional de las modificaciones 
impugnadas en fecha 27 de febrero de 2008, ninguna duda plantea la aplicación de esta 
nueva exigencia al supuesto enjuiciado, si tenemos en cuenta que tal previsión ya figuraba 
en el texto de 2007 en similares términos. 

Debemos analizar, sin embargo, el cambio del tenor literal del precepto hasta su redacción 
actual. Según hemos visto, lo que hace la nueva redacción es aclarar que se exige el 
informe o memoria de sostenibilidad económica para las tres clases de actuaciones que 
relaciona (nueva urbanización, reforma o renovación y de dotación), si bien de lo que se 
trata, en definitiva, es de englobar las operaciones que el artículo 14.1 en sus dos 
apartados y el 14.2 del texto refundido denominadas actuaciones de transformación 
urbanística, incluyendo las actuaciones de dotación y especificando el contenido de las 
actuaciones de urbanización. 

SEPTIMO.- Debe destacarse como el cambio de redacción se lleva a cabo por una Ley que 
en su preámbulo ya pone de manifiesto que el urbanismo “se ha volcado 
fundamentalmente en la producción de nueva ciudad, descompensando el necesario 
equilibrio entre dichas actuaciones y aquellas otras que, orientadas hacia los tejidos 
urbanos existentes, permiten intervenir de manera inteligente en las ciudades tratando de 
generar bienestar económico y social y garantizando la calidad de vida a sus habitantes”, 
definiendo su finalidad, como expresa su propio artículo 1 en “regular las condiciones 
básicas que garanticen un desarrollo sostenible, competitivo y eficiente del medio urbano, 
mediante el impulso y el fomento de las actuaciones que conduzcan a la rehabilitación de 
los edificios y a la generación y renovación de los tejidos urbanos existentes, cuando sean 
necesarias para asegurar a los ciudadanos una adecuada calidad de vida y la efectividad 
de su derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada”.  

Esto es, se trata de potenciar, frente a la transformación urbanística de suelos vírgenes y 
construcción de vivienda nueva, “un desarrollo en igual medida que permita sustentar las 
operaciones de rehabilitación y las de regeneración y renovación urbanas.” 

OCTAVO.- Según el art. 14 de la Ley del Suelo, se entiende por actuaciones de 
transformación urbanística: 

a) Las actuaciones de urbanización, que incluyen: 

1. Las de nueva urbanización, que supone el paso de un ámbito de suelo de la 
situación de suelo rural a la de urbanizador para crear, junto con las 
correspondientes infraestructuras y dotaciones públicas, una o más parcelas 
aptas para la edificación o uso independiente y conectadas funcionalmente con 
la red de los servicios exigidos por la ordenación territorial y urbanística. 

2. Las que tengan por objeto reformar o renovar la urbanización de un ámbito de 
suelo urbanizado. 
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b) Las actuaciones de dotación, considerando como tales las que tengan por objeto 
incrementar las dotaciones públicas de un ámbito de suelo urbanizado para reajustar su 
proporción con la mayor edificabilidad o densidad o con los nuevos usos asignados en la 
ordenación urbanística a una o más parcelas del ámbito y no requieran la reforma o 
renovación de la urbanización de éste. 

NOVENO.- Esta interpretación se ve reforzada además, por las previsiones contenidas en el 
Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Valoraciones de la Ley de Suelo que dispone en su artículo 3.1: “De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 15.4 del texto refundido de la Ley de Suelo, la documentación de 
los instrumentos de ordenación de las actuaciones de urbanización debe incluir un informe 
o memoria de sostenibilidad económica, en el que se ponderará en particular el impacto de 
la actuación  en las Haciendas Públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento 
de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios 
resultantes, así como la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos. 

Específicamente y en relación con el impacto económico para la Hacienda local, se 
cuantificarán los costes de mantenimiento por la puesta en marcha y prestación de los 
servicios públicos necesarios para atender el crecimiento urbano previsto en el instrumento 
de ordenación, y se estimará el importe de los ingresos municipales derivados de los 
principales tributos locales, en función de la edificación y población potencial previstas, 
evaluados en función de los escenarios socio-económicos previsibles hasta que se 
encuentren terminadas las edificaciones que la actuación comporta”. 

DECIMO.- Conviene aclarar que el concepto de sostenibilidad económica a que se refiere el 
legislados estatal en el artículo 15.4 del Texto Refundido de la Ley de Suelo no debe 
confundirse con el viabilidad económica, más ligado al sentido y finalidad del estudio 
económico-financiero, sino que va relacionado con dos aspectos distintos como son, por un 
lado, la justificación de la suficiencia del suelo productivo previsto y, por otro, el análisis 
del impacto de las actuaciones previstas en las Haciendas de las Administraciones Públicas 
intervinientes y receptoras de las nuevas infraestructuras y responsables de los servicios 
resultantes. 

Por otra parte, desde una perspectiva temporal el informe de sostenibilidad económica ha 
de considerar el coste público del mantenimiento y conservación de los nuevos ámbitos 
resultantes en función de los ingresos que la puesta en carga de la actuación vaya a 
generar para las arcas de la Administración de que se trate. Es decir, mientras el estudio 
económico-financiero preverá el coste de ejecución de la actuación y las fuentes de 
financiación de la misma, el análisis de sostenibilidad económica no se ha de limitar a un 
momento o periodo temporal limitado, sino que ha de justificar la sostenibilidad de la 
actuación para las arcas públicas desde el momento de su puesta en marcha y en tanto 
siga generando responsabilidad para la Administración competente respecto de las nuevas 
infraestructuras y servicios necesarios. 

En definitiva, el Estudio Económico debe demostrar la viabilidad económica de una 
intervención de ordenación detallada en un Sector o ámbito concreto y el informe o 
memoria de sostenibilidad económica debe garantizar analíticamente que los gastos de 
gestión y mantenimiento de las infraestructuras y servicios en ese Sector o ámbito espacial 
pueden ser sustentados por las Administraciones públicas, en especial la Administración 
local competente en la actividad urbanística. 
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DECIMOPRIMERO.- Como hemos afirmado en nuestra sentencia de 20 de Marzo de 2014 
“La modificación puntual no incluyó ninguna previsión, siquiera inicial, de acuerdo con las 
propuestas del planificador en el estado de desarrollo de que se trata, que pudieran operar 
como criterio para adoptar la decisión de la modificación puntual. La única referencia que 
se contiene en la memoria es que “en principio y a efectos económicos” puede 
considerarse que la reclasificación de un suelo conlleva una revalorización económica; pero 
esta genérica referencia no puede entenderse como estudio de viabilidad económico-
financiera que hubiera exigido una mayor concreción sobre en qué forma la reclasificación 
afecta a cada uno de los dos sectores de suelo apto para urbanizar industrial y al sector de 
suelo urbano no consolidado “Cartisa”, los costos de los sistemas generales, y cuál es la 
incidencia aproximada para cada uno de los sectores. El hecho de que, según se indica en 
la “memoria de sostenibilidad económica” no estén en principio implicadas las Haciendas 
Públicas, porque tanto la totalidad de las obras de urbanización interiores, como “la 
rotonda de conexión con la CN-639” son a cargo de los particulares, no excluyen la 
necesidad del estudio de viabilidad económico-financiera que viene exigido por la Ley 
2/2006, y que se precisa para poder cuantificar el impacto económico de la actuación 
urbanística como elemento para adoptar la decisión del planificador, siquiera en los 
términos globales que permite el desarrollo de las previsiones del planeamiento”. 

DECIMOSEGUNDO.- A partir de los anteriores razonamientos, nos encontramos en 
disposición de resolver sobre si en este caso, se han cumplido tales previsiones. 

En el presente caso, la sentencia de instancia afirma que obra en el expediente el informe 
de viabilidad económica de cada una de las modificaciones impugnadas, aportadas a 
requerimiento de la Comunidad Autónoma. Concretamente se afirma que “Se admite, en el 
presente supuesto, que no se ha llegado a exigir un estudio económico financiero, pero sí 
una justificación de la viabilidad económica (así, se ha señalado anteriormente que a los 
folios 933 y siguientes, 1156 y siguientes y 2262 y siguientes, obra la subsanación de 
deficiencias observadas, entre las que se encuentra, respecto de los tres sectores, la 
viabilidad económica).” 

DECIMOTERCERO.- Vista la referencia que se contiene en la sentencia de instancia, resulta 
oportuno resaltar su contenido, tomando a título de ejemplo uno de ellos, habida cuenta 
de su más que notable semejanza, aspecto que desde este momento conviene poner de 
manifiesto. 

El informe dice así “C.1. Justificación de la viabilidad económica. Esta exigencia parecer 
estar relacionada con la de carácter más general del artículo 76.b de la LOTUR, que indica 
que debe justificarse la viabilidad de la iniciativa planteada. Tanto del acuerdo de la Junta 
de Gobierno Local de 22 de Agosto de 2006 para la tramitación de una serie de 
modificaciones puntuales del PGM como de la Memoria del propio documento en 
tramitación se desprende que queda debidamente justificada la iniciativa y su relación con 
el Plan de Vivienda municipal. En líneas generales, el Plan de Vivienda es el conjunto de 
acciones que despliega el Ayuntamiento para obtener suelo destinado a vivienda 
protegida, y los más convenientes en ese sentido serían los terrenos en los que el 
porcentaje sea superior al legal del 30%, haya facilidad para el desarrollo del sector por la 
implicación de los particulares, sencillez de la urbanización, relación con el resto de la 
ciudad…Con el fin de detectar estas situaciones, la Junta de Gobierno Local de 15 de 
noviembre de 2006 hizo una convocatoria para admitir propuestas de delimitación y 
Convenio a instancia de particulares, que dio lugar a diversas propuestas de Convenio en 
distintas áreas, que contribuirían a la decisión de la Corporación en la elección de sectores 
a delimitar. 

En el sector Camino de Fuenmayor existe iniciativa por parte de los propietarios del suelo, 
manifestada en la citada convocatoria, y los ingresos previsibles por la venta o alquiler de 
los productos inmobiliarios resultantes harán viable económicamente la operación. Con la 
introducción en la Memoria del documento un punto específico dedicado a este tema (ver 
anexo 2) se considera completado este aspecto (…) 
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Se trata de un sector de extensión media-alta (626.408 m2) para 3.000 viviendas. Se puede 
considerar suficiente señalar las circunstancias que mantienen la operación en parámetros 
razonables, es decir, que no se sobrepasa la capacidad de proporcionar servicios, que hay 
posibilidad de iniciativa privada que asuma la promoción y que no existen especiales 
afecciones que no hagan rentable (…) la inversión se vería suficientemente compensada 
por los ingresos de las ventas de viviendas. 

DECIMOCUARTO.- Basta la lectura de este documento para comprobar, sin necesidad de 
un estudio más exhaustivo, que no se cumplen en el mismo las finalidades perseguidas por 
el informe de sostenibilidad económica, ni se ajusta a su obligatorio contenido, ni contiene 
una sola referencia a la capacidad económica del municipio para hacer frente al coste 
económico que habrá de derivarse de la nueva ordenación incorporada a cada una de las 
modificaciones impugnadas, modificaciones, no hay que olvidarlo, que tratan de planificar 
el futuro desarrollo urbano y poblacional de la ciudad, lo que necesariamente conlleva la 
puesta en marcha de servicios y dotaciones, infraestructuras y sistemas, cuya incidencia 
desde el punto de vista económico, no se afronta mínimamente, limitándose a considerar 
que la inversión se verá compensada por el funcionamiento del propio mercado 
inmobiliario. 

DECIMOQUINTO.- La representación de la Comunidad Autónoma cita, en defensa de su 
posición, la sentencia de esta misma Sala y sección de 17 de diciembre de 2013, en la que 
dejamos dicho que “Por último, hemos de rechazar el motivo quinto en el que se alegaba la 
vulneración del artículo 15.4 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo (hoy, artículo 15.4 
del Texto Refundido de la citada Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto 2/2008, de 20 de 
junio, y que ha sido modificado por la Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, 
regeneración y renovación urbanas), exponiendo la ausencia del informe o memoria de 
sostenibilidad económica. 

Motivo que ha de ser rechazado por cuanto el precepto invocado –hasta su modificación 
en 2013- se refiere exclusivamente a los instrumentos de ordenación de las actuaciones de 
urbanización, mas no a las actuaciones de transformación urbanística”. 

El citado razonamiento debe ponerse en relación con el supuesto de hecho enjuiciado, sin 
perjuicio de que, como hemos tratado de razonar, sin desconocer tal aseveración, 
debamos ahora sostener que los instrumentos de ordenación de las actuaciones de 
urbanización, son un subtipo de las actuaciones de transformación urbanística. 

DECIMOSEXTO.- Pero, a mayor abundamiento, no es que estas modificaciones carezcan del 
preceptivo informa, sino que tampoco incorporan el correspondiente estudio económico 
financiero. 

Refiriéndonos a los recientes pronunciamientos jurisprudenciales sobre la exigencia del 
Estudio Económico Financiero, en los distintos instrumentos de planeamiento, en nuestra 
STS de 19 de abril de 2012 (Recurso de Casación 51/2009) sintetizamos la doctrina de esta 
Sala, que resulta de plena aplicación en el presente caso, en los siguientes términos: 

 1º. Que la jurisprudencia no ha devaluado o reducido dicha exigencia del Estudio 
Económico Financiero, habiendo ratificado, por el contrario, como regla general, la 
necesidad y exigencia de su concurrencia como elemento esencial de los diversos 
instrumentos de planeamiento. 

 En efecto, la STS de 29 de septiembre de 2011 (RC 1238/2008) ha insistido en que “La 
jurisprudencia de esta señala que la exigencia del estudio económico financiero es 
inconcusa en las leyes urbanísticas, que lo imponen en toda clase de instrumentos de 
planeamiento. También hemos señalado que el alcance y especificidad del estudio 
económico financiero es distinto en función del instrumento de planeamiento de que se 
trate, siendo más genérico en el caso de instrumentos de ordenación general –papel que 
desempeñan las Normas Subsidiarias- mientras que en los Planes Parciales y Especiales ha 
de concretar con mayor grado de precisión los medios o recursos de los que se dispone y 
realizar una singularizada adscripción de los mismos a la ejecución de la ordenación 
prevista” . 
















































































































































































































































































































































